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Tirar licencia 

Por Gonzalo Cordero | Abogado 

ntre todos los aportes que Es- 

paña ha hecho a nuestra cultu- 
ra, sin duda la picaresca es uno 

de los mayores. Con esos per- 

sonajes capaces de transgredir 
las normas o las convenciones sociales, pero 

en un contexto en que el lector inevitable- 

mente se identifica con “el pícaro”, se intro- 
dujo una forma de crítica social aguda que, 

de manera subrepticia, empezó a delinear el 

papel inquisitivo y disruptivo, que es uno de 

los más importantes de la literatura. 

Sin embargo, de una interpretación igno- 

rante y torpe se derivó un efecto perverso, 

especialmente en el mundo latino. Esto es, la 
mirada de que hay legitimidad y astucia en 

tomar ventaja de violar las reglas de convi- 

vencia social. El imbécil que dobla en tercera 

fila o que se estaciona portando un logo falso, 
en el lugar reservado para quienes tienen al- 

guna discapacidad, se siente más inteligente 

que el resto, porque logró un beneficio indi- 
vidual de corto plazo a costa de romper un 

sistema que busca el mayor beneficio social 

agregado. 

En pocos ámbitos se ha enraizado tan- 

to entre nosotros esa perversión como en la 

violación extendida del subsidio de incapa- 
cidad laboral, al que se accede generalmente 

mediante un documento que emite un mé- 

dico, profesional legalmente habilitado para 

acreditar que una persona está incapacitada 

transitoriamente para trabajar, en razón de 

una enfermedad. 

La “licencia” da derecho al beneficio del 
total de la remuneración, con excepción de 

  

Licencias fraudulentas: el 

los tres primeros días, lo que ha incentivado 

que obtener una licencia por una enferme- 

dad inexistente sea una práctica tan asentada 

como disfrutar de un asado en Fiestas Patrias. 

Es que “tirar licencia” es una suerte de bene- 

ficio universal para quedarse unos días en la 

casa o posponer un despido inminente. 

Ahora nos hemos enterado que también 
puede usarse como salvoconducto de viaje. 

¿Le gustaría, estimado lector, irse unos días a 

Buenos Aires o capear el frío una semanita en 

Punta Cana? En qué topamos, tire una licen- 

cia. Y si usted es funcionario público, enton- 

ces el “beneficio” -según hemos sabido- se 

multiplica más o menos por tres. 
¿Y los médicos? Esa es otra historia. Parto 

por decir que existen pocas vocaciones más 

nobles y profesiones más admirables que la 

de médico. Pero lo peor es la corrupción de lo 

mejor. Entonces, se sabe que algunos mejoran 

su cartera de clientes privados extendiendo 

licencias a discreción y otros probablemente 
ven esta práctica como una manera de hacer 
“justicia social”. Una forma de combatir el in- 

justo y abusador sistema capitalista. 

El resultado, estimado lector, es que, si us- 

ted es uno de los que trabaja, cotiza en una 

Isapre, paga sus impuestos y no tira licencia 

ni cuando se enferma de verdad, le están ro- 

bando. Sí, le están robando, porque Fonasa 

paga las licencias con sus impuestos y las Isa- 

pres lo hacen con las cotizaciones de sus afi- 

liados, probablemente usted entre ellos. ¿Y 

el Estado? Ha crecido más que nunca y ahí sí 

que “tiran licencias” que es una fiesta. Total, 
para pagar la fiesta está “Moya”. O sea, usted. 

Estado y la virtud 

ás a menudo de lo que 

quisiéramos se revelan 

escándalos que confirman 

a la ciudadanía sus peo- 

res hipótesis respecto de 

las autoridades, así como de las instituciones 
públicas y de quienes prestan sus servicios. El 

último caso ocurrió esta semana al conocerse 
que, entre 2023 y 2024, más de 25.000 fun- 

cionarios estatales salieron de Chile con licen- 

cia médica. La indignación es justificada: o se 

están entregando licencias falsas a destajo, o 

las personas que las reciben no las respetan, o 
una mezcla de todo eso, mientras las institu- 

ciones mismas donde esto tiene lugar parecen 

completamente ciegas. El escándalo viene así a 

abultar el negro panorama de malas prácticas y 

abusos que inundan nuestra política. ¿Cómo se 

puede sostener así su legitimidad? 
Ante la difusión de esta noticia, las prime- 

ras reacciones fueron las de los candidatos 

presidenciales, que se sumaron a la furia de 
la mayoría manifestando lo inaceptable de los 

  

hechos, así como la necesidad de tomar me- 

didas para que no vuelvan a ocurrir. También 

hablaron autoridades a cargo de las institucio- 

nes involucradas, pero a ellas no les ha queda- 

do más que reconocer su profunda vergúenza. 

Y no es para menos. La Contraloría informó de 
casi 800 instituciones a lo largo del país cuyos 

funcionarios podrían haber incurrido en esa 

falta. La diversidad y magnitud de la lista (ni 
hablar del tipo de funcionarios involucrados) 

parecen mostrar que se trata de una práctica 

arraigada y extendida por todo el territorio. El 

panorama es por lo mismo muy grave: instan- 

cias que ofrecen prestaciones fundamentales 

(y con suficientes problemas) se ven dañadas 

por funcionarios que abusan de su cargo y de 

los recursos disponibles. Porque acá no solo 

hay una mala práctica ejercida por muchos, 

sino enormes costos materiales asociados. 
Según la directora de Presupuestos, el Fisco 

gasta 350 millones de dólares anuales por re- 
emplazos y suplencias. 

¿Qué se hace con esto? El gobierno hizo un 

La Tercera Domingo 25 de mayo de 2025 

La cultura de la 
deshonestidad 

Por Max Colodro | Filósofo y analista político 

n febrero de 2007, la puesta 

en marcha del Transantiago 

generó una hecatombe social; 
súbitamente, las fallas estruc- 

turales del nuevo sistema de 
transporte público dejaron a los habitantes de 

la Región Metropolitana sin locomoción, con 

calles y paraderos atestados. Fueron meses de 
estrés e indignación generalizada, pero, en 

medio de la crisis, el primer gobierno de Mi- 

chelle Bachelet tuvo una idea genial: validar 

que las personas pudieran subirse a la micro 

sin pagar. Fue el primer hito de la deshones- 

tidad fomentada con intenciones políticas. 

Se había puesto la semilla de una “cultura de 
la evasión”, fomentada desde el Estado. Casi 

veinte años después, quienes no pagan su 

viaje rondan el 40% de los usuarios. 

A partir del 2010, la oposición a Sebastián 

Piñera hizo de la denuncia sobre las desigual- 

dades y los abusos una importante bandera. 

Vivíamos en una sociedad injusta, donde 
los privilegios estaban concentrados en una 

pequeña élite, que había llegado ahí en base 

al abuso. No solo teníamos empresarios que 

se coludían violando la ley, había industrias 

como las AFP y las Isapres cuya existencia se 

fundaba en hacer trampa. El mensaje implí- 
cito rápidamente empezó a cristalizar: si los 

ricos abusan y violan la ley, ¿por qué no po- 

demos todos hacer lo mismo? La cultura de 

la deshonestidad pasaba a transformarse en 

una respuesta política ante las injusticias del 

“modelo”. 

En el camino, la izquierda y la centroiz- 
quierda instalaron en el imaginario colectivo 

anuncio tal vez pertinente, pero en algún sen- 

tido paradójico: la creación de un Comité Na- 

cional de Ausentismo para abordar el proble- 

ma. Es decir, más burocracia. Pero el absurdo 

nos permite entender mejor el fenómeno que 

observamos. Después de todo, hay aquí un vi- 
cio constitutivo del Estado moderno, del que 

ha hablado suficientemente la sociología. Su 

propia forma de actuar, que es justamente la 

de la burocracia, se traduce en una suerte de 
ceguera respecto de los errores o abusos que 

ocurren en cada caso particular y la tragedia 

es que no tiene otra herramienta que esa mis- 

ma burocracia para intentar remediarlos. Y 

ese círculo vicioso es advertido por los propios 

ciudadanos, que lidian a diario con los pro- 

cedimientos del Estado. Esto es lo que no al- 

canza a advertir el candidato presidencial del 

Frente Amplio, Gonzalo Winter, cuando seña- 
la a propósito de este escándalo su preocupa- 

ción de que “por culpa de unos pocos, se pone 

en duda a trabajadores honestos y se refuerza 

la idea fácil de que hay que achicar al Estado”. 

otra bandera relevante: la gratuidad, los dere- 

chos sociales eran universales y debían estar 
garantizados por el Estado; los recursos pú- 
blicos tenían que financiarlos sin importar el 

cómo. Se inició entonces la sangría de la regla 

fiscal, empezamos a vivir en un país donde 

los ingresos permanentes ya no alcanzaban 

para financiar gastos permanentes. Así, otro 
mensaje quedaba dispuesto: los recursos 

públicos no importan, la gente siempre tie- 

ne derecho a exigir más y, en una sociedad 

donde reina el abuso de los poderosos, no hay 

dilema ético en que esos recursos se obtengan 

haciendo trampa. 

Ahora tenemos la posibilidad de observar 
las consecuencias de esta cultura de la desho- 

nestidad, fomentada como respuesta a las in- 

equidades y las injusticias. Decenas de miles 

de empleados públicos que, sin ruborizarse, 

roban recursos fiscales a través de licencias 

médicas falsas; una práctica generalizada y de 

hace mucho tiempo, pero que, con la anomia 
y el desbande ético de los últimos años, ha 

superado cualquier límite, incluso el de via- 
jar al extranjero durante el reposo. ¿Boleta o 

factura?, preguntan con toda naturalidad en 

restoranes y supermercados. Otra metonimia 

del Chile actual, un país donde hacer trampa, 
robarle al Estado, saltarse los torniquetes, vio- 

lar la ley, no solo son conductas normalizadas 

sino, para muchos, casi un acto legítimo de 

resistencia. 

Y ahí estamos, en la plenitud de ese abis- 

mo, creyendo que, con algún ajuste legal o 

una nueva comisión de gobierno, esto podría 
revertirse. 

Josefina Araos 
Investigadora lES 

El diputado olvida que esta vez al menos no se 

trata de unos pocos, y que en la demanda de 

achicar el Estado no hay puro facilismo. Evi- 

tar que las peores conclusiones se instalen re- 

quiere por tanto una conciencia muy clara de 

estas tendencias viciosas, y medidas a la altura 
de esos riesgos constitutivos. 

Ahora bien, en todo esto hay un problema 

mayor. En último término, el abuso de licen- 

cias médicas habla también de una severa 

falta de virtud, que ya no compete solamente 

a las altas esferas del poder, sino que se ex- 

tiende a todos los niveles (y tanto en el ámbito 
público como en el privado). En ese sentido, 

requerimos de mecanismos rigurosos de con- 

trol, pero también de funcionarios exigentes 

en la evaluación de sus propias prácticas. Sin 

eso, no hay posibilidad alguna de recuperar 

la legitimidad, ni tampoco de impedir que las 
personas confirmen, como ahora, sus peores 

hipótesis, arriesgando que a la larga renun- 

cien ellas mismas (ya que nadie más lo hace) a 
encarnar la virtud. 
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